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INICIATIVA QUE EXPIDE LA LEY DEL DERECHO DE PETICIÓN, REGLAMENTARIA DEL 
ARTÍCULO 8O. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
SUSCRITA POR EL DIPUTADO CÉSAR ISRAEL DAMIÁN RETES Y LEGISLADORES 
INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

El que suscribe, diputado César Israel Damián Retes , del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso 
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos: 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta asamblea la 
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley del Derecho de 
Petición, reglamentaria del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Antecedentes 

El derecho de petición es uno de los derechos fundamentales más antiguos en la historia 
del constitucionalismo moderno. Su origen se remonta a la necesidad de los gobernados de 
establecer un mecanismo de comunicación con sus gobernantes, asegurando que sus 
demandas sean escuchadas y atendidas de manera pacífica y respetuosa. 

Uno de sus primeros antecedentes históricos se encuentra en Inglaterra, donde la Carta 
Magna de 1215 estableció que los súbditos podían dirigirse al rey para presentar quejas y 
solicitudes. Este derecho se consolidó con la Petition of Rights de 1628 y el Bill of Rights de 
1689, los cuales prohibieron cualquier tipo de sanción contra quienes ejercieran este 
derecho. 

En Francia, la Revolución de 1789 reforzó este principio, estableciendo en la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1793 que ninguna autoridad podía prohibir o 
restringir la presentación de peticiones. Maximilien Robespierre lo consideró un derecho 
imprescriptible en una sociedad democrática. 

En Estados Unidos, la Primera Enmienda de la Constitución de 1787 reconoce el derecho de 
los ciudadanos a pedir al gobierno la reparación de agravios, asegurando así una 
comunicación directa entre la ciudadanía y las autoridades. 

En países como Colombia, Costa Rica y España han desarrollado una regulación más 
detallada del derecho de petición, estableciendo plazos de respuesta obligatorios y 
sanciones para las autoridades que no atiendan las solicitudes. 

Sin embargo, en México, aunque este derecho se encuentra consagrado en la Constitución, 
carece de una legislación secundaria que lo haga efectivo, dejando su aplicación a la 
interpretación discrecional de las autoridades. 
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El Origen del Derecho de Petición en México 

El derecho de petición en México tiene sus primeras manifestaciones en la legislación del 
siglo XIX. Durante la elaboración de la Constitución de 1857, este derecho fue reconocido 
como una herramienta esencial de participación ciudadana, permitiendo que las personas 
presentaran solicitudes a las autoridades y exigiendo que estas fueran respondidas por 
escrito en un breve término. 

Este principio fue retomado en la Constitución de 1917, donde el artículo 8o. mantiene el 
mismo reconocimiento, estableciendo que toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones de manera pacífica y respetuosa y que la autoridad tiene la obligación de 
responder en breve término. 

Sin embargo, a lo largo del tiempo, la falta de una ley reglamentaria ha limitado la eficacia 
de este derecho, generando incertidumbre sobre sus alcances y dejando sin consecuencias 
el incumplimiento de las autoridades. 

¿Por qué Debe Existir esta Ley? 

El derecho de petición es un instrumento fundamental de participación ciudadana en 
cualquier democracia. No obstante, en México se carece de una regulación efectiva, lo que 
ha generado que muchas solicitudes dirigidas a las autoridades sean ignoradas sin 
justificación ni consecuencias. 

El derecho de petición es ineficaz sin mecanismos de cumplimiento. 

Actualmente, el derecho de petición está consagrado en el artículo 8o. de la Constitución, 
pero no cuenta con una legislación secundaria que lo haga operable en la práctica. 

La falta de normas claras ha permitido que las autoridades: 

No respondan a las peticiones sin enfrentar sanciones. 

Interpreten el plazo de respuesta de manera discrecional, pues la Constitución solo señala 
que debe darse en “breve término”, sin definir un tiempo límite. 

Eviten el escrutinio ciudadano, ya que no hay un sistema de seguimiento y transparencia 
que permita verificar el estado de las peticiones. 

Sin un marco normativo adecuado, este derecho se ha convertido en un mecanismo 
simbólico sin impacto real, debilitando la rendición de cuentas y la confianza de la 
ciudadanía en sus instituciones. 

La falta de respuesta de las autoridades afecta la confianza en el Estado. 
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El incumplimiento del derecho de petición genera opacidad y desconfianza en el gobierno. 
Cuando las autoridades omiten responder, se envía un mensaje de desprecio hacia la 
participación democrática, reforzando la percepción de que el gobierno es inaccesible y 
ajeno a las necesidades del pueblo. 

Este problema es aún más grave cuando se trata de peticiones sobre servicios públicos, 
seguridad, justicia o acceso a derechos básicos, ya que deja a las personas en un estado de 
indefensión y vulnerabilidad. 

La falta de regulación posibilita el abuso del poder y la discrecionalidad. 

Sin una ley que establezca plazos claros, procedimientos y sanciones, el ejercicio del 
derecho de petición queda a la voluntad de cada autoridad, lo que fomenta la 
discrecionalidad y la impunidad administrativa. 

En algunos casos, las autoridades pueden incluso ignorar o bloquear solicitudes incómodas 
o críticas, violando el principio de igualdad ante la ley y favoreciendo sólo aquellas 
peticiones convenientes para el gobierno. 

México está rezagado en regulación respecto a otros países. 

En países como Colombia, España y Estados Unidos, el derecho de petición cuenta con 
leyes específicas que regulan los tiempos de respuesta, establecen sanciones y garantizan la 
transparencia en su ejercicio. 

Por ejemplo: 

Colombia: La Ley 1755 de 2015 establece un plazo de 15 días para responder una petición y 
sanciona con destitución a los funcionarios que incumplan. 

España: La Ley de Procedimiento Administrativo Común fija tiempos límite y permite 
recursos administrativos y judiciales en caso de omisión. 

Estados Unidos: La Primera Enmienda protege el derecho de petición y su cumplimiento 
se refuerza a través de tribunales. 

México, en cambio, carece de un sistema eficiente que asegure que este derecho se ejerza 
de manera real y efectiva. 

La ausencia de una ley facilita las represalias contra los peticionarios. 

Sin mecanismos de protección, las personas que ejercen su derecho de petición pueden ser 
víctimas de represalias por parte de las autoridades. Existen casos en los que ciudadanos 
que han solicitado información o exigido transparencia han sido: 

Despedidos de sus empleos en el sector público. 
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Sometidos a auditorías o inspecciones arbitrarias. 

Intimidados con amenazas o actos de hostigamiento. 

La ausencia de una regulación clara deja a los peticionarios en un estado de vulnerabilidad, 
contribuyendo a un clima de miedo que desalienta la participación ciudadana. 

Objeto de la Iniciativa 

Este proyecto de Ley del Derecho de Petición busca garantizar el ejercicio efectivo de este 
derecho constitucional en México, asegurando que todas las personas puedan presentar 
solicitudes a las autoridades y recibir una respuesta clara, fundamentada y en un tiempo 
razonable. Actualmente, la falta de una regulación secundaria ha permitido que muchas 
peticiones sean ignoradas o atendidas con discrecionalidad, dejando a los ciudadanos en un 
estado de indefensión. Esta iniciativa propone un marco legal que obliga a las autoridades a 
responder dentro de un plazo establecido y establece sanciones para quienes incumplan 
con esta obligación. 

La ley se compone de cuatro capítulos que regulan desde los principios generales hasta las 
consecuencias del incumplimiento. En primer lugar, se establecen las disposiciones 
generales, que confirman que esta norma es de orden público y de observancia obligatoria 
en todo el país. Se define el derecho de petición como la facultad de cualquier persona para 
solicitar a las autoridades una acción específica, ya sea un “dar, hacer o no hacer”. Se amplía 
su alcance, incluyendo a los tres Poderes de la Unión, órganos autónomos, partidos políticos, 
fideicomisos y cualquier persona o entidad que ejerza recursos públicos o realice actos de 
autoridad. Además, se reconoce que las peticiones pueden ser individuales o colectivas, 
permitiendo a grupos ciudadanos exigir respuestas a problemáticas comunes. 

En cuanto a los requisitos de las peticiones, la ley establece que deben presentarse por 
escrito y a través de medios impresos, electrónicos o plataformas digitales oficiales. Para su 
validez, las solicitudes deberán contener información básica como el nombre del 
peticionario, su domicilio para recibir notificaciones, una descripción clara de la petición, el 
nombre del órgano o funcionario al que se dirige y la firma o huella digital del solicitante. 
Esto facilita el acceso al derecho de petición, modernizándolo y permitiendo que las 
personas puedan ejercerlo de manera más eficiente. 

El proceso de admisión de las peticiones también es regulado en esta ley. Se establece que 
una solicitud no será admitida si es presentada ante una autoridad que no tenga 
competencia en el tema o si ya existe un procedimiento legal específico para su resolución. 
En caso de que la petición no cumpla con los requisitos mínimos, la autoridad deberá 
notificar al peticionario y concederle un plazo de 15 días hábiles para corregirla. Una vez 
admitida, la autoridad contará con un máximo de 90 días hábiles para emitir una respuesta. 
Si no lo hace, la petición se considerará omisa y el peticionario podrá promover un juicio de 
amparo por violación al artículo 8o. constitucional. 
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Para garantizar la rendición de cuentas, la ley también regula el contenido y la forma en que 
deben responder las autoridades. Toda petición admitida debe recibir una respuesta por 
escrito, la cual debe ser clara y congruente con la solicitud original. Esta respuesta debe 
incluir el nombre y cargo del funcionario que la emite, el fundamento legal que la sustenta, 
los trámites realizados para su análisis y la resolución de la solicitud. Si la autoridad aprueba 
la petición, deberá informar cómo, cuándo y dónde se ejecutará la acción solicitada. Si la 
respuesta es ambigua o insuficiente, el peticionario podrá solicitar una aclaración dentro de 
los cinco días hábiles siguientes a su notificación, y la autoridad tendrá un plazo de 15 días 
hábiles para responder. 

Para evitar que las autoridades ignoren las peticiones sin consecuencias, la ley incorpora 
sanciones y mecanismos de control. En primer lugar, si una autoridad no responde en el 
plazo de 90 días, el peticionario podrá promover un juicio de amparo para exigir su derecho 
de respuesta. Además, si un funcionario incumple reiteradamente con su obligación de 
responder, podrá ser sujeto de sanciones administrativas. 

En casos más graves, si una autoridad niega el derecho de petición sin justificación, podrá 
enfrentar medidas disciplinarias. Estas disposiciones buscan garantizar que las autoridades 
sean responsables y transparentes en su actuar, protegiendo así los derechos de los 
ciudadanos. 

La implementación de esta ley representará un cambio significativo en la relación entre la 
ciudadanía y las autoridades. Al establecer procedimientos claros, eliminar la 
discrecionalidad y permitir el uso de herramientas digitales para la presentación y 
seguimiento de peticiones, se fortalecerá la transparencia y la rendición de cuentas. 
Además, la protección de los peticionarios evitará posibles represalias y garantizará que el 
derecho de petición no sea solo una formalidad, sino una herramienta efectiva de 
participación ciudadana. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la consideración del pleno esta iniciativa, con la 
convicción de que fortalecerá la rendición de cuentas, la transparencia y la participación 
democrática en México. 

Decreto por el que se expide la Ley del Derecho de Petición, reglamentaria del artículo 
8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se expide la Ley del Derecho de Petición, Reglamentaria del artículo 8o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Ley del Derecho de Petición, Reglamentaria del Artículo 8 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos 

Capítulo I Disposiciones General 
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Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en la República, 
reglamentaria del artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
materia de petición. 

Artículo 2. A falta de disposición expresa en esta Ley, se aplicarán de manera supletoria las 
disposiciones de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 

Artículo 3. El derecho de petición consiste en solicitar a la autoridad un dar, hacer o no 
hacer en concreto. 

El derecho de petición podrá ejercerse sobre cualquier asunto o materia competencia de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de 
cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice 
actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal. 

Artículo 4. Son titulares del derecho de petición todas las personas, excepto en materia 
política que sólo pueden ejercer el derecho los ciudadanos mexicanos. 

Cualquier persona por sí misma o a través de su representante, podrá ejercer el derecho de 
petición, a través de los medios previstos en la presente Ley. 

Los menores de edad deben ejercer el derecho de petición a través su padre, madre o tutor. 

Artículo 5. El ejercicio del derecho de acceso a la información no estará condicionado a que 
el solicitante acredite interés alguno o justifique su utilización, ni podrá condicionarse el 
mismo. 

Artículo 6. Los servidores públicos son sujetos obligados de la presente Ley. 

Artículo 7. El derecho de petición se puede ejercer de manera individual o colectiva. 

Artículo 8. El derecho de petición puede agotarse de las siguientes formas: 

I. Por desistimiento del peticionario; 

II. Por acuerdo de respuesta satisfactorio para el peticionario, y 

III. Por sentencia firme de un juicio de amparo. 

Capítulo II Del escrito de petición 

Artículo 9. La petición puede versar sobre cualquier asunto o materia comprendida en el 
ámbito de las competencias del servidor público solicitado. 
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No son objeto del derecho de petición las solicitudes, quejas o recursos que encuentren 
para su satisfacción un procedimientos específico distinto al regulado en la presente Ley. 

Artículo 10. La petición deberá presentarse por escrito, a través de medios impresos, 
electrónicos o a través de plataformas digitales y redes sociales oficiales, con al menos los 
siguientes elementos: 

I. El nombre completo del peticionario; 

II. El domicilio para recibir notificaciones; 

III. Descripción clara y concisa de la petición; 

IV. Nombre del órgano y, en su caso, nombre del servidor público al que se dirige la 
petición, y 

V. Firma o huella digital del peticionario. 

En el caso de peticiones colectivas, además de cumplir al menos con los requisitos 
anteriores, es necesario el nombre completo y firma de cada uno de los peticionarios. 

Artículo 11. La presentación de la petición a través de los medios previstos en la presente 
Ley deberán considerar lo siguiente: 

I. Cuando la petición se presente por un medio impreso, se requiere ésta se presente por 
duplicado en el domicilio oficial de la autoridad al que va dirigido, en días y horas hábiles, 
para que se acuse de recibido; 

II. Cuando la petición se presente por un medio electrónico, es necesario que se dirija a la 
cuenta de correo electrónico oficial que dispone la Institución para atención a la 
ciudadanía o al correo institucional del servidor público al que va dirigida la petición. 

III. Cuando la petición sea presentada a través de una plataforma digital o redes sociales, 
esta deberá ser mediante mecanismos oficiales verificados por la autoridad para su 
atención y respuesta. 

Capítulo III De la admisión de la petición 

Artículo 12. No se admiten las peticiones cuyo objeto sea ajeno a las atribuciones de los 
poderes públicos, instituciones u organismos a que se dirijan. Tampoco se admiten las 
peticiones que se rigen por procedimientos específicos regulados en un ordenamiento 
distinto al presente. 

Artículo 13. Recibido el escrito de petición, el servidor público u órgano al que se dirija debe 
comprobar que estén satisfechos los requisitos que señala el artículo 8 de la presente Ley. 
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Como resultado de la comprobación mencionada debe determinarse la inadmisión o 
trámite correspondiente de la petición. 

Artículo 14. Si el escrito de petición no reúne los requisitos que señala el artículo 6 de la 
presente Ley, se requiere al peticionario para que subsane los defectos advertidos en la 
comprobación que marca el artículo anterior en un plazo no mayor a quince días hábiles 
con el apercibimiento de que, si no lo hiciere, se le tendría por desistido de su petición de 
forma tácita. 

Artículo 15. El servidor público u órgano al que le fue dirigido un escrito de petición puede 
requerir al peticionario que aporte información complementaria que obren en su poder o 
cuya obtención esté a su alcance, en un plazo no mayor a cinco días hábiles. 

Artículo 16. La declaración de inadmisibilidad expresará el razonamiento por el cual no se 
admitió el escrito de petición. 

En caso de que la declaración de inadmisibilidad sea señalada por que existe un 
procedimiento específico para la satisfacción del objeto de la petición, se debe indicar 
expresamente las disposiciones a cuyo amparo debe sustanciarse el procedimiento. 

En caso de que la declaración de inadmisibilidad se base en la falta de competencia de su 
destinatario, se debe indicar expresamente el órgano competente para la petición. 

Artículo 17. La declaración de inadmisibilidad debe notificarse al peticionario en los diez 
días hábiles siguientes a la falta de respuesta del requerimiento que marca el artículo 10 de 
la presente Ley. 

Artículo 18. Una vez admitido a trámite el escrito de petición, el servidor público u órgano al 
que va dirigida la petición debe notificar la respuesta en un plazo de treinta a máximo 
noventa días hábiles, según la naturaleza y complejidad del asunto contados a partir de la 
fecha de su presentación. 

Si transcurrido el plazo de noventa días, no se notificó el acuerdo de respuesta, la petición se 
considera como omisa y el peticionario puede acudir al juicio de amparo haciendo valer la 
violación al artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En ningún caso la presentación del escrito de petición ante una autoridad no competente 
en razón de la materia será causa de rechazo o archivo. En todo caso, la autoridad, órgano o 
dependencia receptora lo turnará a la instancia que considere competente dentro de los 
diez días hábiles siguientes de haberlo recibido, debiendo comunicar el turno al 
peticionario. 
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Capítulo IV Del acuerdo de respuesta 

Artículo 19. A cada escrito de petición admitido a trámite debe recaer un acuerdo de 
respuesta por escrito y redactado en forma clara, concisa y en términos congruentes con el 
escrito de petición. 

Artículo 20. El acuerdo de respuesta debe contener al menos los siguientes elementos: 

I. Nombre completo, cargo y firma del servidor público que emite el documento. 

II. Fundamento para la competencia del órgano o servidor público que emite el acuerdo 
de respuesta; 

III. Los trámites que se realizaron en el procedimiento para generar el acuerdo de 
respuesta, y 

IV. La respuesta a la solicitud del peticionario. 

Artículo 21. En caso de que el servidor público ha realizado la petición práctica que se 
presentó, se avisará al peticionario por escrito cómo, cuándo y dónde fue materializada su 
petición. 

Artículo 22. En caso de que el peticionario considere que el acuerdo de respuesta que le ha 
sido notificado es ambiguo, puede solicitar una aclaración en el plazo no mayor a cinco días 
hábiles. 

La aclaración de la solicitud se presenta por escrito, de forma impresa, electrónica, o a través 
de plataformas digitales y redes sociales oficiales, dirigido al órgano o servidor público que 
emitió el acuerdo de respuesta, formando parte del expediente del escrito de petición. La 
autoridad responsable debe responder la aclaración por escrito por el mismo medio que se 
presentó la aclaración en un plazo no mayor a quince días hábiles. 

Artículo 23. El servidor público u órgano al que se dirigió un escrito de petición no podrá 
proporcionar la información reservada y confidencial que señala la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, y la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, lo cual se debe mencionar en el acuerdo de respuesta. 

Capítulo V De las sanciones 

Artículo 24. Serán causas de sanción por incumplimiento de las obligaciones establecidas 
en la materia de la presente Ley, al menos las siguientes: 

I. La negativa o falta de resolución injustificada a todo escrito de petición presentado; 

II. La falta de respuesta a todo escrito de petición en los plazos señalados en la presente 
Ley; 
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II. Actuar con negligencia, dolo o mala fe durante la sustanciación de los escritos de 
petición; 

III. Entregar información incomprensible, incompleta o en un formato no accesible 
respecto al acuerdo de respuesta que se emitan a los escritos de petición; 

IV. Realizar actos para intimidar a las personas solicitantes de información o inhibir el 
ejercicio del derecho; 

Para la aplicación de las sanciones, se estará a lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos. 

Artículo 25. Las responsabilidades que resulten de los procedimientos administrativos 
correspondientes derivados de la violación a lo dispuesto por el artículo 24 de esta Ley, son 
independientes de las del orden civil, penal o de cualquier otro tipo que se puedan derivar 
de los mismos hechos. 

Transitorios 

Artículo Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo. Las entidades federativas emitirán las leyes, reglamentos y otras 
disposiciones para instrumentar en todo el país lo establecido en esta ley, en un plazo que 
no exceda de un año, a partir de la publicación a que se refiere el artículo anterior. 

Artículo Tercero. Las erogaciones que se generen con motivo de la reforma efectuada por 
este Decreto se realizarán con cargo a los recursos aprobados expresamente para esos fines 
por la Cámara de Diputados en los respectivos presupuestos de egresos de los ejecutores de 
gasto correspondientes, por lo que en ningún caso se autorizarán ampliaciones a sus 
presupuestos de egresos. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de abril del 2025. 

Diputado César Israel Damián Retes (rúbrica) 


